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En este trabajo se compilan los resultados de los estudios realizados por la autoridad regulatoria 
de aguas de Inglaterra y Gales (OFWAT, Office of Water Services) concernientes al tema de 
micromedición, a partir de la privatización del sistema en 1989. En tres secciones a partir de esta 
introducción, se analiza en la primera cómo está el sistema tarifario actual en Inglaterra y Gales, 
donde se ha avanzado significativamente en medición de clientes no residenciales, en tanto que 
para los residenciales el proceso es más lento, habiéndose producido un rebalanceo tarifario para 
adecuarse a esa nueva realidad. Se comentan los criterios de OFWAT para el régimen de cargos y 
cómo ha evolucionado en general el sistema. En una segunda sección, se muestra una evaluación 
de los efectos distributivos de formas alternativas de tarifar. Hay allí cuestiones que tienen 
especificidad nacional, pero se rescata una metodología y lecciones de carácter general, 
extrapolables a otras realidades. La tercera sección trata sobre la evaluación del régimen de 
medición, cuando se lo implementa efectivamente, y es especialmente interesante por las 
consecuencias económicas y sociales que ocurren cuando se aplica en la práctica el esquema. La 
cuarta y última sección es la correspondiente al resumen y conclusiones de este estudio. 
 
II Estado actual del sistema tarifario en Inglaterra y Gales 
 
Para el Director de OFWAT, constituye una premisa que los cargos de agua y cloacas deben 
recuperar los costos de proveer los servicios. A su vez, los clientes recibiendo un servicio 
determinado no deben subsidiar los costos de proveer los otros servicios. El Director ha solicitado 
a todas las empresas de agua y cloacas para alcanzar un balance equitativo entre cargos de agua y 
cloacas para 1999-2000, cuando según la legislación debería prescribir el viejo sistema de 
“Valores Tarificables” (“Rateable Values”) (OFWAT, 1998) en que se ha basado históricamente 
la tarificación en Inglaterra y Gales.  
Desde la privatización ese sistema ha ido conviviendo crecientemente con medición y se han 
rebalanceado las tarifas entre segmentos. Las facturas para clientes medidos son ahora más justas, 
desde la óptica del regulador, que en el pasado: todas las empresas han disminuido el 
diferencial entre servicios medidos y no medidos de agua y cloacas, a la meta oficial de no 
más de 28 libras a precios de 1997-98. La mayoría, han disminuido el cargo medido por 
servicio de agua, a una meta del Director de no más de 23 libras en 1997-98. Las empresas, a su 
vez, han comenzado a hacer que las facturas medidas domiciliarias sean más transparentes. 
Veinte empresas tienen tarifas más ligadas a costos que en el sistema previo para clientes que 
usan grandes cantidades de agua.  
Un 10,5% de los clientes residenciales (familias), tenían medidores en 1997-98. En ese mismo 
año, doce compañías (contra ocho el año anterior), ofrecían medidores gratuitos e instalación a 
cada cliente. Los cargos medios por instalar medidores opcionales han caído desde 1996-97, el   5
período precedente. Sin embargo, algunas empresas necesitan reducir cargos fijos para acercarse 
a la meta del Director, teniendo aún cargos muy elevados por medidores opcionales. 
La factura promedio para el período anual 1997-98 para Inglaterra y Gales sobre los 
servicios combinados de agua y cloacas fue de 230 libras
1 (1,2% superior en términos reales al 
valor del año anterior). La factura promedio de agua ha aumentado un 12,4% desde 1994-95 en 
términos nominales, y, dada una inflación acumulada en el período del 8%, un 3,4% en términos 
reales. Las facturas por los servicios cloacales crecieron 17,8% en valores nominales u 8,4% en 
términos reales en el mismo período. La factura promedio tiene una amplia variación en distintas 
regiones del país. Los límites corrientes de precios, reemplazaron aquellos originalmente 
establecidos en 1989, para el período 1995-96 a 1999-2000. Nuevos límites de precios existirán a 
partir del 1 de abril del 2000.  
Los tarifas son controlados por la fórmula RPI+K+U donde RPI se refiere al IPC del período 
en el año al mes de noviembre antes del año cargado, K es un valor determinado por el regulador 
de cada compañía, en cada año, de modo de reflejar una adición o detracción por encima o por 
debajo de la inflación, y U es el monto de K no tomado en años previos (carry over).  La fórmula 
se aplica a una canasta de tarifas. Los cinco ítems de la canasta para usuarios de agua y cloacas 
son: 
1) Agua  no  medida, 
2) Cloacas  no  medidas, 
3) Agua  medida, 
4) Cloacas  medidas, 
5)  Efluentes no residenciales. 
Para usuarios del servicio de agua solamente, los ítems de la canasta son 1) y 3). 
El aumento promedio en precios para los ítems en la canasta no puede ser mayor que RPI+K+U, 
pero dentro de ese límite global, los componentes pueden aumentar en distintas cantidades y 
porcentajes. La fórmula de la canasta tarifaria entró en vigor a partir de la privatización en 1989. 
El Director tiene el derecho de asegurar que las empresas no muestren preferencias indebidas o 
discriminación en sus políticas de tarifas. En lo posible, deben evitarse subsidios cruzados 
entre los consumidores. Las tarifas deben recuperar los costos de provisión. La equidad 
entre cargos de agua y cloacas se alcanza si la participación en el ingreso total que las 
empresas recaudan de cada servicio, iguala a la participación del costo total incurrido en 
proveer cada servicio. Desde el punto de vista del regulador, la vía mejor de asegurar lo 
anterior, es que los proveedores igualen la tasa de retorno de los activos empleados en cada 
uno de los servicios. Las tasas de retorno calculadas se basarían en valuaciones de los activos 
bajo el criterio de Activos Modernos Equivalentes (Modern Equivalent Assets, MEA). 
Posteriormente, se revisó ese criterio, proveniente de la revisión tarifaria de 1994, conviniéndose 
que el rebalanceo de los cargos deberían basarse en la igualación de tasas esperadas de retorno 
sobre Valores de Capital Regulatorios (CVs) antes que en valores de MEA. Lo anterior, le dio 
consistencia a los cargos con la metodología revisada, y variaron los factores K inicialmente 
colocados en 1994. Los originales, en general, daban aumentos en una década mucho mayores en 
                                                           
1 El tipo de cambio aproximado en esa fecha era de alrededor de 1,60 dólares por libra.   6
los precios del servicio cloacal, reflejando el impacto de inversiones en gran escala en el servicio, 
para alcanzar estándares legales en tratamiento de desechos. Los K revisados muestran un patrón 
similar. 
En Inglaterra y Gales, 89,5% de los clientes residenciales, y 21,1% de los no residenciales, 
tienen provisiones no medidas. La mayoría de las facturas no medidas se basan en el Valor 
Tarificable de la propiedad, antes que en la cantidad de agua consumida. Aquellos, no se 
actualizaron después de marzo de 1990. Tales valuaciones pueden ser usadas hasta el año 2000, 
pero para clientes en nuevas propiedades, se debe usar otro método de cargo, razón por la cual, 
las nuevas propiedades son generalmente medidas, sin colocarles un Valor Tarificable. 
Las facturas no medidas incluyen un cargo fijo (que comprende los costos relacionados con 
aprovisionar a cada cliente), y un cargo proporcional al Valor Tarificable. Cambios en el 
consumo no medido, por lo tanto, no se reflejan en el monto que los consumidores pagan. El 
consumo no necesariamente aumenta en proporción al incremento en el Valor Tarificable. En 
muchos casos los consumidores con los menores Valores Tarificables pueden pagar demasiado 
poco en relación con la cantidad de agua efectivamente consumida, y viceversa. Por ello, la 
mayor parte de las compañías, incluyen en el cargo fijo un elemento para modificar el 
impacto de diferentes Valores Tarificables. Ello se llama el “Modificador del Valor 
Tarificable”. Reduce el rango de facturas entre las propiedades con mayor o menor Valor 
Tarificable. Cuando se introduce un modificador, el ingreso total de los clientes no medidos 
permanece igual, pero se reduce la diferencia entre las facturas mayores o menores. 
Para evitar indebidas preferencias o discriminaciones, se han tendido a ajustar tarifas para 
distintas clases de clientes, mediante rebalanceo de tarifas. 
Todas las empresas le ofertan a los usuarios con consumos no medidos la opción de colocar 
un medidor y relacionar cargos con el monto de agua consumida. Hay gente que puede 
beneficiarse y quienes pueden perjudicarse por el cambio. Algunas compañías reducen el cargo 
fijo y aumentan el elemento relacionado al Valor Tarificable. Ello aumenta las facturas de 
quienes tienen propiedades de alto Valor Tarificable. La opción del medidor puede ser 
conveniente para estas propiedades cuando son bajas consumidoras de agua. 
El regulador espera que, en promedio, las facturas medidas y no medidas no diverjan en 
más del costo extra de proveer un servicio medido, para igual consumo. OFWAT ha 
calculado costos adicionales de medición de 28 libras en 1997-98 para agua y cloacas, de los 
cuales dos tercios corresponden a agua y un tercio a cloacas (19 y 9 libras respectivamente). 
La lectura efectivamente medida, promedio ponderada, en 1997-98 fue 23 libras mayor para 
empresas de agua y cloacas, y 10 libras mayor para empresas de agua solamente. Para las 
primeras, 16 libras debidas a agua y 7 a cloacas. 
Para cambiar la tarificación de modo que el consumo resulte sensible a precios, la forma más 
apropiada de lograrlo es colocar cargos fijos de modo de recuperar sólo aquellos costos 
relacionados al número de clientes, y que la tarifa volumétrica refleje los costos adicionales en 
que las empresas incurrirían para satisfacer la demanda de los clientes medidos. Altos cargos 
fijos son difíciles de reconciliar con el uso eficiente del agua por parte de los clientes, puesto 
que no generan incentivos al uso apropiado del agua. Las empresas pueden ayudar, 
asegurando que la medición opcional sea accesible a los clientes. 
Algunas empresas tienen un cargo mínimo para propiedades con bajo uso de agua, debido por 
ejemplo, a estar desocupadas parte del año. Pero para el regulador, tal cargo no es apropiado,   7
porque opera en contra del principio por el cual los clientes deben tener control sobre sus 
facturas, y todo esquema tarifario complicado conspira contra dicha meta. 
Para el Director, el costo fijo bajo el régimen medido para agua y cloacas, no debe superar 
los costos relacionados con el cliente, para facturas no medidas, más el costo adicional de 
medición. Para 1997-98, 28 libras es el costo determinado por medición para ambos servicios. 
Los costos anuales para clientes no medidos se han estimado en no más de 6 libras. Por ende, el 
costo fijo bajo régimen medido para agua y cloacas, no debería ser mayor a 34 libras, a precios de 
1997-98 (23 libras por agua y 11 por cloacas, para ser compatible con el criterio de dos tercios/un 
tercio). 
Los criterios para determinar el cargo fijo para usuarios familiares, se mantienen para el 
segmento de no familiares. Se admite que asuman valores mayores cuando a los usuarios más 
grandes se les factura más frecuentemente, y cuando haya grandes medidores más caros de 
mantener y reemplazar. 
Al regulador le interesa asegurar que los cambios en las tarifas estén cercanos a RPI+K, sin 
sorpresas, y que cuando existan aumentos inesperados en las facturas, el rebalanceo tarifario sea 
explícito y transparente. Además, el rebalanceo puede ser incluido en K, cuando se fijan los 
nuevos límites de precios en la revisión periódica. Los rebalanceos ya han corregido situaciones 
históricas en la mayoría de las empresas. En el pasado, los clientes medidos generalmente 
pagaban demasiado por su agua en comparación con clientes no medidos. Una preocupación 
adicional del regulador, es que generalmente los clientes que optan por un medidor lo hacen 
pensando beneficiarse con menores facturas. Son  gente con altos o medios Valores 
Tarificables de sus inmuebles. La canasta tarifaria permite que el ingreso perdido cuando el 
cliente de alto Valor Tarificable se mueve a la medición, sea recuperado por cargos 
adicionales sobre todos los clientes no medidos. En este sentido, la medición voluntaria 
contiene un sesgo a la desaparición de los clientes no medidos de alto Valor Tarificable, y al 
encarecimiento del servicio de los que quedan sin medición. 
Es más factible la medición cuando el costo marginal de implementarla es bajo, por 
ejemplo, en nuevas propiedades, en clientes no residenciales, allí donde hay un uso 
altamente discrecional del agua (como en el riego de jardines o piletas de natación) y, en 
general, cuando los recursos son limitados. El regulador también espera que las empresas dejen 
instaladas casillas para medidores cuando se efectúan trabajos sobre las cañerías, de modo que la 
instalación posterior de un medidor sea más barata. No se pretende medición universal. Las 
empresas hacen obligatorio el uso de medidores para nuevos inmuebles, y en algunos casos se 
extiende a familias con uso intensivo de agua para usos no domésticos, como piletas de natación 
o riego de jardines. Todas las empresas tienen esquemas opcionales para clientes que desean ser 
medidos. Si bien la mayoría de los clientes residenciales en Inglaterra y Gales permanecen no 
medidos, hay amplias variaciones entre empresas. Para residenciales, Anglian Water tenía el 
mayor porcentaje en 1997-98, 28,1%, en tanto Porstmouth Water el menor, de 0,1%. En tanto, 
para no residenciales, donde la media ponderada de medición para la industria es de 78,9%, la 
empresa que tiene la mayor proporción, Chester Waterworks, llegaba al 94,1%, y la de menor 
proporción, Bristol Water, 58,6%. 
Desde el 01/02/96, las empresas tienen el derecho a inducir el uso eficiente del agua. Para ello 
elevan un plan al Regulador. El uso eficiente del agua importa a la compañía por dos 
razones:   8
1)  Se hace un mejor uso de los recursos existentes. 
2)  Se reduce el monto o se posterga la necesidad de inversiones. 
El plan presentado debe incluir: 
1)  Opción por medidores bien promocionada y atractiva. 
2)  Un programa selectivo de colocación de medidores que refleje el balance entre oferta y 
demanda en el área de influencia de la compañía. 
3)  Un enfoque activo de control de pérdidas, con apoyo de las empresas a los clientes. 
4)  Programa de información y educación al consumidor. 
El Regulador considera que las empresas deben desarrollar estructuras tarifarias tales que den a 
los consumidores señales correctas de precios, y ofrezcan incentivos para uso racional del agua. 
La opción por el medidor está abierta para clientes no satisfechos con la tarificación por 
superficie. Las empresas deben proveer planes atractivos para los consumidores, no sólo en 
precio, sino en lo que respecta a cuestiones de instalación, localización y facilidad de lectura. En 
los últimos años, los esquemas han mejorado por reducción del costo de instalación del medidor, 
por mejorar las chances de ubicación, o ambas cosas. En el período 1997-98, siete empresas 
instalaron medidores gratis en cualquier ubicación disponible, y otras cinco empresas adicionales 
lo harían en el período siguiente. De las restantes diez y seis empresas, un total de trece, cargaban 
100 libras o menos por el medidor en la localización elegida por la empresa. Las instalaciones 
externas suelen ser las más caras, aunque también se han abaratado. Comparado con 1996-97, el 
precio promedio en cada localización ha caído entre un 34 y un 49%. 
Estudios previos sobre consumo han mostrado que los picos de demanda en el verano son 
en gran medida el resultado de uso familiar discrecional del agua, en particular, en riego de 
jardines. Tales estudios mostraron que la medición tiene un impacto significativo en disminuir 
esos picos de demanda. Un sprinkler (regador de jardín) puede usar tanta agua en una hora, como 
una familia promedio usa en dos o tres días. Correctas señales de precios deberían implicar 
que las facturas sean mayores si el consumo es mayor, o si se registra en períodos pico. En 
otros países, se utilizan tarifas diferenciadas por estación o período pico. Las empresas inglesas 
están revisando sus estructuras tarifarias, buscando nuevas posibilidades. Por ejemplo, Tendring 
Hundred Water ha introducido un elemento volumétrico creciente durante el período de verano, y 
decreciente durante el resto del año. Anglian Water introdujo una tarifa para bajos consumos, sin 
cargo fijo, y con un cargo volumétrico mayor que el estándar. El punto de corte es 75 metros 
cúbicos. Quienes usan menos, deberían ver disminuidas sus facturas, y tendrían incentivos a 
colocar medidores. 
Las tarifas por servicios cloacales cubren tres elementos: 
1)  Drenaje de desperdicios, incluyendo efluentes no domiciliarios. 
2)  Drenaje de caminos y pavimentos. 
3)  Drenaje de superficie, saliendo de propiedades. 
En general, las tarifas cloacales medidas recuperan el costo a través de combinar cargos fijos y 
tarifas volumétricas. Para clientes medidos, los cargos por cloacas están generalmente basados en 
los volúmenes registrados de agua medida (ajustados cuando corresponde, por no retorno a las   9
cloacas). En tanto, la mayoría de los clientes no medidos pagan por drenaje de desperdicios 
mediante un cargo sobre el Valor Tarificable de la propiedad. 
Los costos de drenaje de superficie dependen generalmente de la superficie de la propiedad 
drenada, de la naturaleza del desagüe, así como de la capacidad y extensión del sistema cloacal. 
Las compañías cobran a los clientes cargos por drenaje de superficie de diversas formas: 
-Parte de los cargos por residuos se cobran en la tarifa volumétrica, y/o un cargo fijo específico 
dentro del cargo fijo general. 
-Tarifa referida al Valor Tarificable de la propiedad. 
-Cargo relacionado al área pública drenada a la cloaca. 
Algunas empresas tienen distinto esquema tarifario para clientes residenciales y no residenciales. 
Además, en las cuentas de muchos usuarios no están discriminados los cargos por drenaje de 
superficie y de carreteras. Los cargos por efluentes no residenciales se basan en la fórmula de 
Mogden, que relaciona los cargos a los costos impuestos a los consumidores. 
La distinción entre los distintos servicios que componen el de cloacas, hace a los costos de 
tratamiento. Tiene que ver con las diferencias en los niveles de oxígeno demandados y 
sólidos en suspensión asociados con cada tipo de efluente. Un conjunto de empresas, en 
1997-98, han introducido tarifas de cloacas que toman en cuenta el volumen y densidad de 
efluentes no comerciales. Por ejemplo, algunas empresas ofrecen cargos menores para 
desagotar piletas de natación públicas. 
Las tarifas por recepción y disposición de desperdicios de pozos negros y camiones sépticos 
escapan a la regulación. Para el regulador deberían estar en línea con los costos en que incurren 
las empresas para tratar esos desechos. 
En agua, las empresas han desarrollado esquemas tarifarios para distintos tipos de clientes, de 
modo de reflejar costos más acabadamente. Los principios que subyacen a la tarificación de los 
grandes usuarios permanecen sin cambios: 
-Los cargos unitarios no deben ser menores para los clientes comerciales simplemente porque 
ellos usen una gran cantidad de agua. 
-Las tarifas deben reflejar los menores costos de entregar grandes cantidades de agua a un único 
punto de entrega, lo cual no requiere el uso de todos los niveles del sistema de distribución. 
-Los cargos deben ser estructuradas para evitar incentivos a desperdiciar agua. 
-Cualquier tarifa separada debe ser publicada y puesta a disposición de todos los clientes en igual 
posición, antes que ser otorgada como un trato especial. 
Dos tercios de las empresas tienen tarifas para grandes usuarios. La mayoría de las empresas 
estructura los cargos a partir de un valor fijo alto y un cargo volumétrico bajo para toda el agua 
consumida. Otras empresas han introducido una tarifa con un menor cargo volumétrico para 
todos los consumos por encima de un cierto trecho, generalmente sin cargo fijo adicional. Ambas 
estructuras han sido pensadas para evitar el incentivo a desperdiciar agua cuando se quiere 
acceder a la tarifa diferencial. OFWAT ha manifestado interés en remover los cargos sobre 
los grandes usuarios de la canasta tarifaria, en la medida en que son parte de un mercado 
más competitivo que no requiere el mismo grado de regulación que otros grupos de clientes.   10
Algunas empresas tienen una tarifa por la provisión de agua no potable a los clientes industriales. 
Para el regulador, el cargo volumétrico debe ser menor que para una provisión potable 
comparable, en la medida en que no incluye el costo de tratamiento. Los mismos principios se 
aplican a efluentes cloacales comerciales. Respecto de acuerdos especiales y provisión en bloque, 
la intención respecto a estos ítems es transparentarlos para evitar discriminaciones indebidas. 
Las conexiones a las cloacas son efectuadas por los propios usuarios. En tanto, las empresas 
insisten en efectuar la conexión física a la cañería de agua, aunque se les permite a los 
consumidores efectuar por su cuenta trabajo previo. 
La fórmula de la canasta tarifaria para empresas de agua y cloacas, permite calcular incrementos 
promedio en cargos. El año tarifario comienza el 1 de abril. Los ítems que componen la canasta 
son: 
1)  Provisión de agua no medida. 
2)  Servicios cloacales no medidos. 
3)  Provisión de agua medida. 
4)  Servicios cloacales medidos. 
5)  Recepción, tratamiento y disposición de efluentes no residenciales. 
Los servicios cloacales incluyen tratamiento y disposición cloacal, y excluyen recepción, 
tratamiento y disposición de efluentes no residenciales. El cargo medio por provisión tarificable, 
significa para el caso de un ítem no medido el monto R/N, donde R es el ingreso anual (neto de 
IVA), y N es el número de provisiones tarificables. En términos simples, la fórmula de aumento 
promedio ponderado en los cargos, requiere un cálculo separado del aumento año a año de cada 
uno de los cinco ítems de la canasta (agua, cloacas y efluentes no residenciales; medidos y no 
medidos). Se calcula un promedio ponderado de los cinco incrementos, que no debe exceder 
RPI+K. El ponderador para cada ítem r(i) y r(j) se basa en el ingreso por cada ítem de la canasta. 
Las compañías han ofrecido servicios opcionales de medición, pero muchos clientes se han 
enfrentado a opciones poco flexibles o costosas. Los clientes, a criterio de OFWAT deben poder 
elegir la localización, al instalador, y tener control sobre el precio. La localización física del 
medidor puede tener un efecto significativo sobre la instalación. Las empresas, siempre al 
entender de OFWAT, deberían financiar la medición
2 e informar a sus clientes sobre las opciones 
abiertas. 
En mayo de 1992, OFWAT emitió pautas para alentar a las empresas a mejorar sus opciones de 
medición, basándose en los criterios anteriores. Para septiembre de 1993, todas las empresas 
debían tener un plan de acción para balancear tarifas y proponer formas de tarifas medidas y no 
medidas, con cargos fijos y variables.  
En dos años, 
1)  Todas menos una de las empresas revisaron sus esquemas opcionales de medición. 
2)  Los precios promedio globales para la instalación de medidores se redujeron en 10%. 
3)  Hubo mayores posibilidades de elección en materia de localización. 
                                                           
2 El medidor es propiedad de la empresa.   11
4)  Mejoró la información a los consumidores. 
5)  Un total de 27 entre 32 compañías existentes en aquel momento, tenían planes de instalación. 
6)  Pero se mantenía una diferencia significativa en costos entre los precios menores y mayores 
(208 libras para un medidor ubicado externamente). 
7)  Seis empresas insistían en efectuar las obras por su cuenta, y en algunos casos cobrando un 
cargo alto por ello. 
8)  Algunas compañías mantenían una lista restringida de personas autorizadas a instalarlos y/o 
cargos altos por visitas de inspección. 
9)  Algunas empresas cargaban a los clientes sólo por proveer el medidor, en tanto conservaban 
la propiedad de éste. 
10)  La oportunidad de instalarlo coincidentemente con trabajos de reparación rutinaria de 
cañerías, no estaba suficientemente publicitada. 
OFWAT mantuvo discusiones acerca de rebalanceo tarifario con todas las empresas entre 1992 y 
1993. En el bienio, 26 de 30 empresas redujeron el desbalance entre cargos medidos y no 
medidos de agua, y 9 de cada 10 compañías hicieron lo propio en cloacas. 
Luego de emitidas las pautas de 1992 sobre esquemas opcionales de medición, se observó que 
muchos consumidores hallaron irrazonables los cargos y/o plazos de instalaciones así como 
condiciones inflexibles. En algunos casos el desincentivo crecía al estar acompañado lo anterior 
por tarifas medidas desfavorables. En 1994 OFWAT realizó una evaluación de lo actuado. 
Las pautas procuraban: 
1)  Tener cargos razonables de instalación. 
2)  Permitir a los clientes instalar medidores por su cuenta, sujetos a inspecciones simples, 
de modo de reducir el costo de optar por medidores. 
3)  Darle a los clientes mayor libertad para situar el medidor, para disminuir los costos de 
instalación, y permitir acceso fácil a su lectura. 
4)  Ayudar al pago de los medidores ofreciendo financiación flexible. 
Los esquemas efectivamente ofertados caían en 1994 en tres grupos: 
1) Empresas que proveían a los clientes acceso a un medidor opcional a un precio bajo a 
razonable, respetando el benchmark de OFWAT de 150 libras (incluido IVA). Cinco de trece 
empresas allí comprendidas necesitaban mejorar aún más sus esquemas para ofrecer un plan 
de instalación o para permitirle a los clientes organizar todo o algo de la obra. 
2)  Doce empresas necesitaban mejorar uno o más aspectos de su plan, teniendo precios de entre 
150 y 225 libras (IVA incluido). 
3) Seis compañías tenían precios comparativamente altos, y en algunos casos, esquemas 
altamente restrictivos. Sus precios superaban 225 libras (incluyendo IVA). 
Se consideran restricciones irrazonables, la insistencia en que el medidor se instalara 
externamente, o debiera estar a un metro de la línea de edificación en todas las circunstancias, 
con independencia de la condición de la cañería de suministro. Otras restricciones impuestas por 
algunas compañías eran que el medidor debía ser accesible en todo momento, o que estuviera   12
sólo disponible para los clientes de cierta descripción, o en ciertas circunstancias, tales como que 
el consumidor acordara pagar por débito automático. Tales restricciones tendían a aplicarse a 
medidores localizados internamente, y en menor medida, externamente en los límites de la 
propiedad. En algunos casos, los clientes no podían realizar las obras por su cuenta y debían 
hacerlo a través de la compañía por costos más elevados. 
Tres años más tarde, OFWAT analizó el balance tarifario entre clientes medidos y no medidos 
(OFWAT, 1997). Aunque todas las compañías habían alcanzado en 1997 un nivel apropiado 
de balance global entre tarifas medidas y no medidas, el Director estaba preocupado porque 
algunas empresas de agua y cloacas necesitaban efectuar una mejor asignación de los costos 
adicionales de medición entre servicios de agua y cloacas, sobre la base de la proporción dos 
tercios agua y un tercio cloacas. Lo anterior es más importante, en el caso inglés, donde más de 
una empresa de  cloacas provee servicios a los clientes dentro del área de una empresa de aguas. 
Los clientes servidos por una empresa de cloacas podían ver una diferencia global dentro de la 
meta, en tanto otros estarían por encima, encontrándose pagando más por los costos extra de 
medición que lo apropiado. 
 
II Cómputo de efectos distributivos de distintas alternativas de tarificación 
 
La necesidad de cambiar el sistema de Valores Tarificables, por imperativo legislativo a más 
tardar en el año 2000, llevó a OFWAT a un ejercicio de consultas en 1990/91 sobre futuras 
políticas de tarifas. El Director de OFWAT fijó una serie de principios para que las empresas los 
usasen en el futuro. Tres objetivos debían ser usados como benchmarks para juzgar las 
alternativas: 
1)  Equidad o justicia de un esquema tarifario. 
2)  La medida en que el esquema genera incentivos sensibles a los clientes y compañías. 
3) Simplicidad  administrativa y comprensibilidad. 
Un sistema equitativo de cargos requiere que clientes en similares circunstancias paguen tarifas 
similares, y que cuando paguen facturas diferentes, reflejen con propiedad distintas 
circunstancias. 
Si las tarifas reflejan los costos, y el grueso de estos se recupera a través de cargos relacionados al 
uso, ello provee incentivos a los clientes a disminuir el consumo si el valor de algún uso 
discrecional es menor que los costos (por ejemplo, dejar una canilla perdiendo: sin costos, no hay 
incentivos pecuniarios a detener la pérdida). Sobre las empresas, el incentivo colocado será a 
cubrir demanda extra cuando los clientes estén preparados para pagar por ello. 
Respecto de la simplicidad, si los cargos son simples, también tienden a ser fáciles de administrar 
y se reduce el costo del sistema. Por el lado de los clientes, un esquema simple hará más fácil de 
entender la tarificación y proporcionará reglas directas para influir en las facturas. 
Las tres pautas exhiben trade-offs entre ellas.   13
Un sistema basados en Valores Tarificables no puede ser justo ni equitativo, y no promociona 
adecuadamente la provisión y el uso eficiente del agua. El sistema vigente, en tanto, como 
ventaja ha demostrado ser simple de operar. 
Medición es la única opción que brinda incentivos convenientes para los clientes y 
empresas, de modo que equilibren uso con disposición a pagar. También se la considera la 
forma más equitativa. Pero se evalúa como antieconómica una política de medición general 
compulsiva. Se argumentó que la mejor forma de proceder podría ser extender la medición 
selectivamente en situaciones donde los ahorros de costos por menor demanda 
probablemente justificaran los costos. Aquellas familias que desearan tener un medidor 
instalado haciendo frente al costo, debían ser alentadas a ello. Una base no medida para cargos 
podría ser requerida para los restantes clientes, durante la transición. De las alternativas 
propuestas, un cargo fijo por vivienda, tiene la ventaja de ser relativamente simple de administrar. 
Pero puede ser injusta: familias pobres en propiedades pequeñas podrían pagar tanto como 
familias ricas en propiedades mayores con alto consumo. Más complicado, pero más justo que la 
anterior, es cobrar una cápita por habitante. Sigue siendo relativamente injusto, ya que individuos 
ricos pagarían lo mismo que individuos pobres. Para aproximar capacidad de pago, se podrían 
poner las viviendas en bandas de calidades y cobrar un monto fijo en cada banda. 
De cualquier cambio en la tarificación se pueden esperar efectos distributivos. El número de 
ganadores y perdedores es una cuestión políticamente sensible. También lo es el hecho de que el 
agua es de primera necesidad, de modo que si el sistema recae demasiado fuertemente en familias 
pobres, será políticamente resistido y considerado injusto. En Pearson et. al. (1993), se analizaron 
los efectos distributivos de cuatro alternativas posibles al sistema vigente de cargos por servicios 
de agua y cloacas (Valores Tarificables): 
-Un “cargo por licencia” (Licence Fee, en adelante, Licencia), bajo el cual todos los 
consumidores domésticos de una empresa de aguas paguen el mismo cargo por familia. 
-Un cargo basado en la cantidad de miembros de la familia (en adelante, Cápita). 
-Un cargo basado en el tipo de propiedad (en adelante Propiedad). 
-Un cargo basado en el volumen de agua consumida por cada familia (en adelante Medición). 
Se calcularon los efectos distributivos de cada cargo para una muestra de familias tomadas de la 
Encuesta de Gastos de las Familias (EGF, del tipo de la Encuesta Permanente de Hogares del 
INDEC). Los cálculos se efectuaron a precios de 1991-92, suponiendo que el mismo monto de 
ingresos sería recolectado por cada empresa de agua, bajo cada una de las opciones, partiendo de 
Valores Tarificables. Las características de las familias se basaron en la EGF, y para cada una se 
estimó consumo, partiendo de un estudio separado de consumo de agua. La EGF cubría unas 
7000 familias cada año. Releva características económicas y no económicas de las familias. En el 
estudio citado, se usaron datos relevados en Inglaterra y Gales en el año financiero 1984-85. Se 
argumenta que son datos que aproximan bien la situación, ya que la distribución del ingreso 
cambia lentamente. Los precios y tarifas utilizadas, en cambio,  fueron las de 1991-92. Debió 
desarrollarse un esquema para imputar consumo de agua para cada familia en la muestra. Una 
forma de hacerlo fue prediciendo el uso de agua de las familias en la EGF, basando las 
estimaciones sobre un modelo estadístico derivado de una segunda fuente independiente. Para 
imputar consumo de agua, se usó la base de datos de 1500 familias voluntarias de la empresa 
Severn Trent. La base registra detalles del consumo de agua de cada familia, más otras 30 
variables, incluyendo número de personas en las familias, Valor Tarificable de la vivienda,   14
localización de la propiedad, tenencia de la propiedad, tipo de vivienda, ocupación, edad de los 
ocupantes y bienes durables consumidores de agua. Se usaron 3826 observaciones tomadas sobre 
el período 1988-90. El consumo anual de agua se regresó contra 24 variables explicativas 
comunes a la base de datos de Severn Trent y la EGF. La especificación utilizada fue: 
Logcon = α + b1 log (número de personas) + b2 log (Valor Tarificable) + b3 (promedio 
de edad) + b4 (promedio de edad)
2 + bi (dummies) + constante + u 
Donde i = 5 a 24. 
Las dummies incluidas fueron el tipo de vivienda (4), el tipo de tenencia de la propiedad (3), el 
año (1989 y 1990), el status laboral de la cabeza de familia (6 ocupaciones), el uso de durables 
(máquina de lavar) y la edad (5 niveles). Los parámetros obtenidos del modelo fueron entonces 
usados para precedir el consumo de agua para cada familia en la EGF, arrojando una media de 
124 litros por persona y por día. La muestra de Severn Trent arrojaba una media cercana a 125 
litros. 
Se modelizaron los cargos sobre una base neutral del punto de vista de los ingresos 
(“revenue neutral”), es decir, se supuso un cambio total del sistema de medición que dejara 
a la empresa con la misma recaudación. Ello para aislar los efectos distributivos puros. En 
el mundo real inmediatamente se pondrían en movimiento efectos sustitución, que harían que las 
personas relativamente afectadas consumieran menos y viceversa. Los costos totales de 
administrar cada esquema, incluyendo los cambios por malas deudas y/o disputas, han sido 
implícitamente supuestos constantes e iguales a los existentes bajo valores tarificables. Se puede 
suponer que los costos administrativos en todos los casos son cubiertos con un cargo de suma fija 
por familia. Todos los efectos distributivos han sido modelados sobre la base de un cambio de 
una vez y para siempre al nuevo esquema de cargos. Por último, los cargos para agua y cloacas 
han sido tratados como una única tarifa por familia, dado que un 92% de los clientes recibían 
cuentas por familia. 
Para los distintos sistemas se estimaron cargos: 
1)  Licencia. Bajo este método, todas las familias servidas por una compañía de aguas particular 
pagarían el mismo cargo. Estos pueden variar entre empresas, por reflejo de diferencias de 
costos. Para cada empresa se calcularía dividiendo el requerimiento de ingreso total de la 
empresa, por el número de familias abastecidas. Para 1991-92, el cálculo de los autores para 
toda Inglaterra y Gales fue de 152,08 libras por familia. 
2)  Cápita. Se supuso una tarifa en dos partes: un cargo fijo anual de 6 libras por familia, para 
reflejar los costos de facturación y administración, y un elemento variable basado en el 
número de personas por familia. Sobre una base de neutralidad de ingresos, el cargo por 
persona se promedió en 55,96 libras en Inglaterra y Gales como un todo, para 1991-92. 
3)  Propiedad. Se supusieron cuatro categorías. La tarifa tendría la parte fija del ítem anterior. 
La parte variable lo sería con el tipo de propiedad, proporcionales al nivel medio de consumo 
de agua por cada tipo de vivienda. En cada categoría, los consumos relativos de agua eran de 
421, 334, 300 y 246 litros por día, arrojando cargos promedio anuales de 202, 159, 145 y 115 
libras a precios de 1991-92. 
4)  Medición. Se eligió un cargo fijo de 30 libras (18 para agua, 6 para cloacas y 6 para cubrir 
costos administrativos) para todas las empresas. Un bajo cargo fijo aumentaría la correlación 
entre la tarifa y el consumo. Se calculó para Inglaterra y Gales como un todo, un cargo   15
volumétrico que mantuviera los ingresos de las empresas al mismo nivel, de 1,036 libras por 
metro cúbico. 
Los efectos distributivos pueden ser vistos como: 
-Comparación de cargos “antes” y “después”. 
-Cambio en la proporción de ingresos de las familias destinado a gasto en agua y cloacas, 
después que el nuevo sistema de cargos se ha introducido. 
-Porcentaje de familias ganando o perdiendo en cada grupo particular de población. La 
distribución de ganancias y pérdidas se calculó entre familias con un mismo tipo de ingreso y 
entre familias de tipos diferentes. Por ingresos, los resultados se presentaron en términos de 
deciles y quintiles. Cuando se usan datos de ingreso familiar para examinar efectos distributivos 
de un cambio de política, conviene tomar en cuenta tamaño y composición de la familia. Se 
usan en la práctica “escalas equivalentes” que estandarizan el ingreso de las familias a los de 
hogares con dos personas adultas. Tal método se siguió en el trabajo para clasificar familias por 
grupos de ingreso. 
El sistema de Licencia, aumentaría los niveles de tarifas promedio sobre las familias más pobres 
y los reduciría entre los ricos. El quintil más pobre experimentaría un aumento del 19% en el 
nivel medio de cargos, en tanto el quintil más rico enfrentaría disminuciones del 16% respecto de 
la situación inicial. Para el quintil más pobre, representaría una reducción del 0,5% de su ingreso, 
y para el más rico, un aumento del 0,01%. Analizado por tamaño de las familias, los cargos 
aumentarían entre las familias compuestas por un solo adulto, en un promedio de 14% respecto 
del nivel corriente, y caerían en familias numerosas. Las familias de jubilados son de menor 
tamaño e ingresos que el promedio. Se halló que experimentarían un aumento en sus facturas, de 
4%. En total, algo más de la mitad de la muestra estaría peor como resultado de la introducción 
de un cargo por Licencia, un 5% no experimentaría ningún cambio sustancial en sus ingresos 
netos, y un 40% de las familias ganarían. 
Bajo el sistema de Cápita, en promedio, familias en el quintil más bajo de la distribución del 
ingreso pagarían cargos similares a los de Valores Tarificables. Las familias de ingresos medios 
pagarían los mayores niveles de cargos, y el quintil más rico experimentaría una disminución en 
su factura promedio de un 20%. En términos de la proporción del ingreso, ningún quintil 
experimentaría un cambio en el ingreso promedio de más de 0,02%. El cambio favorecería a 
familias de pequeño tamaño. Por ello, habría una tendencia a favorecer a la mayoría de las 
familias de jubilados. Un 40% de todas las familias perderían como resultado del esquema, 3% 
no resultaría afectado y más de la mitad de todas las familias ganarían. 
Para diseñar los cargos por Propiedad se definieron cuatro tipos de vivienda. Los niveles relativos 
de las tarifas se basaron en los consumos promedio de agua en cada tipo de propiedad. Se halló 
que el quintil más pobre empeoraría, y el más rico mejoraría. Los deciles de más bajo ingreso 
dedicarían una mayor proporción de éste a pagar el agua, respecto de Valores tarificables. Por su 
parte, las familias en los deciles más ricos dedicarían una menor proporción de su ingreso a pagos 
de agua y saneamiento. En promedio, las familias en los primeros siete deciles perderían o 
resultarían afectados, en tanto aquellos en los tres deciles superiores ganarían. Globalmente, la 
mitad de las familias podrían perder, un 6% no tendría cambios, y aproximadamente 44% 
ganaría. Las familias unipersonales perderían ligeramente, en tanto ganarían las familias 
numerosas. Los hogares de jubilados se verían ligeramente perjudicados.   16
Bajo Medición, en promedio, serían los grupos de mediano ingreso (quintiles dos, tres y 
cuatro) los que experimentarían aumentos en sus cargos. Ese resultado se debe a dos 
razones principales: la primera, es que el grupo de mayores ingresos ganaría, por partir de 
altos Valores Tarificables. En segundo lugar, el primero y último quintil de ingresos están 
dominados por familias pequeñas que tendrían menor consumo de agua y 
correspondientemente menores cargos medidos. En términos de proporción de los cargos 
medios vigentes, el quintil más pobre ganaría 1% y el más rico por encima del 10%. Los 
cargos para familias conteniendo un solo integrante adulto caerían en 27%, y con tres o 
más adultos aumentarían en aproximadamente 20%. En promedio, los hogares de jubilados 
ganarían sustancialmente, con reducciones en sus facturas de cerca del 20%. Dado que el 
consumo de agua se ha imputado, y probablemente subestime el consumo real, la 
proporción de hogares ganando y perdiendo no pudo ser calculada en forma tan confiable 
como en los otros casos. 
El trabajo concluyó que: 
1)  Para el sistema basado en Valores Tarificables, la proporción de ingresos pagados en cargos 
de agua era mayor entre las familias pobres que entre las familias ricas. 
2)  Las alternativas exploradas tenían una incidencia distributiva amplia similar a los Valores 
Tarificables. En todas, la proporción de ingreso pagado en cargos de agua, continuaría siendo 
más alta entre familias pobres que entre familias ricas. 
3)  La carga relativa sobre familias pobres, comparadas a las familias mejor situadas, sería mayor 
bajo un sistema de Licencia o Propiedad, que bajo Valores Tarificables. Los cargos basados 
en Cápita y Medición, podrían aumentar la carga relativa en familias de ingresos medios, y 
disminuir la carga relativa sobre las familias ricas. En todos los casos, las diferencias halladas 
fueron pequeñas. Ello debido a que la factura de agua representaba un bajo porcentaje del 
ingreso de las familias. 
4)  El nivel medio de cargos pagados por familias unipersonales sería mayor, bajo Licencia y 
Propiedad, y podrían ser menores con Cápita y Medición. Para familias grandes, se 
verificarían los mismos efectos, con sentido contrario. 
5)  Muchas familias pobres y pequeñas son de jubilados. Estas ganarían, en promedio, con Cápita 
y Medición, y perderían con Licencia y Propiedad. 
6)  Los resultados anteriores se basan en el análisis de los cargos promedio pagados por cada 
grupo. Se espera dispersión de los resultados respecto de la media al interior de cada grupo. 
7) El número de ganadores y perdedores puede no ser igual, aún cuando el monto total 
recaudado de cada uno de los sistemas sea el mismo. Sin embargo, cuando los perdedores son 
mayoría, el tamaño medio de las pérdidas es menor que el tamaño medio de las ganancias. Lo 
contrario es cierto cuando los ganadores son mayoría. 
8)  En los casos de Licencia, Propiedad o Medición, el número de familias perdiendo del cambio 
podría exceder el número de familias ganadoras. Lo contrario ocurriría con Cápita. 
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IV Evaluación del impacto de la medición en Inglaterra y Gales 
 
Legalmente, después del año 2000, debe discontinuarse el esquema tarifario existente, basado en 
valores tarificables para las propiedades existentes. La Industria y el Departamento de Medio 
Ambiente (DoE), diseñaron las Pruebas Nacionales de Medición de Aguas (National Water 
Metering Trials), para proveer informaciones que ayudaran a tomar decisiones en alguna 
aplicación general de medición de agua. Se eligieron doce áreas en Inglaterra para efectuar 
pruebas de medición entre 1988 y 1992. Eran 11 áreas pequeñas, con entre 300 y 1200 familias 
participantes, y la Isla de Wight con 48.000 familias. 
La información de las pruebas incorporó cuestiones de naturaleza técnica sobre instalación 
y eficiencia de los medidores, diferentes procedimientos de medición y patrones de 
consumo. También procuraron calcular efectos de la medición en la vida cotidiana y las 
finanzas de las familias, y detectar los problemas que pudiera haber causado. Se encargó en 
consecuencia un estudio a “WS Atkins Planning and Management Consultants”, a fines de 1991. 
Específicamente se pretendía: 
1)  Determinar en qué medida la medición llevaría a dificultades percibidas por los usuarios y en 
qué circunstancias aparecían. 
2)  Clarificar naturaleza, grado y causas de la dificultad. 
3)  Examinar el impacto de la medición sobre el comportamiento del consumidor. 
OFWAT y el DoE identificaron aspectos que consideraban debía examinar el estudio: 
financieros, médicos y motivos de preocupación. En materia financiera, el estudio debía 
examinar cambios en las facturas bajo medición y la capacidad de las familias para pagar. 
A priori, se consideraba que el tamaño de las familias probablemente tendría una influencia 
importante. Se identificaron familias con miembros en una condición médica tal, que debieran 
hacer uso del agua por encima de lo estándar (por ejemplo, frecuentes baños calientes). Fue 
incluido el objetivo de determinar algún motivo de preocupación atribuible a la medición. La 
investigación incluía tres etapas: dos encuestas y entrevistas en profundidad. 
El universo en las 12 localizaciones fue de 56.570 propiedades aproximadamente. Eran diversas 
las condiciones económicas de los habitantes, y los esquemas tarifarios aplicados en los puntos 
geográficos de la muestra (tasas fijas por metro cúbico, bloques crecientes, estacionales, demanda 
pico y bloques decrecientes). Los cinco esquemas tarifarios aplicaban un cargo fijo, a excepción 
de una empresa. La tarifa fija por metro cúbico consistía en una suma constante por cada metro 
cúbico de agua usado. Los esquemas crecientes incluían dos o tres tarifas, superiores a medida 
que crecía el consumo. Los declinantes otro tanto, con sentido contrario. Una tarifa estacional 
cargaba un monto mayor sobre cantidades de agua usadas en el verano, en exceso sobre la del 
invierno precedente. Las tarifas pico operaban con un cargo mayor en la mañana o en el 
atardecer. 
En las áreas pequeñas (la mayor con 1184 viviendas y la menor con 320), se encuestaron todas 
las propiedades, en tanto en la Isla de Wight se elaboró una muestra aleatoria de 1600 viviendas, 
donde cada elemento del universo tuvo la misma probabilidad de salir. Se procuraron detectar 
los casos complicados para reentrevistarlos luego. Se preveía que las mayores dificultades 
se localizarían en áreas más pobres. La zona de la prueba presentaba un perfil de riqueza 
superior al del promedio nacional. Se generó una muestra adicional de 800 casos en la Isla de   18
Wight, como grupo complementario, comprendiendo hogares con mayor probabilidad de 
dificultades.  
En total, se encuestaron 10.970 familias, 8570 pertenecientes al universo de las 11 áreas 
pequeñas, 1600 de la muestra aleatoria de la Isla de Wight, y 800 en la muestra suplementaria. Se 
pretendía una tasa de respuestas mínima del 70%. El cuestionario abarcaba una entrevista de 
entre 5 y 10 minutos. Se interrogaban cambios en el nivel global de uso del agua, detalles de 
medidas tomadas para reducir el consumo de agua y dificultades que introdujeron, cambios en el 
tamaño de las facturas, accesibilidad de la cuenta, grado de necesidad del agua y de preocupación 
con el pago de la cuenta, composición de la familia e ingreso familiar. El cuestionario tenía partes 
estructuradas y otras con final abierto. Respondieron 7064 familias (64,39%). 
No se estableció a priori ninguna cuota por características sociodemográficas, como sexo de 
quien respondía, en la medida en que la intención era obtener información sobre familias antes 
que sobre individuos. De quienes respondieron, 60% eran mujeres y 40% hombres, 97% cabezas 
de familia o su pareja, 3% otros adultos envueltos en el día a día de la casa. 
En términos socioeconómicos, 32% de los encuestados se situaban en el segmento AB 
(profesionales y gerentes), 24% C1 (ABC1 todos trabajadores no manuales), 16% C2 
(trabajadores manuales calificados) y 28% DE  (D son trabajadores semicalificados, E 
pensionados estatales, viudas, trabajadores casuales, etcétera). A nivel de toda Gran Bretaña el 
17% era AB, el 26% C1, el 25% C2 y el 32% DE. 
En cuanto al tamaño de la familia, comparado a la media nacional, se advirtió un número menor 
de familias unipersonales y mayor de familias de dos personas. Por edades, respecto de la media 
nacional, había un número ligeramente menor de adultos jóvenes, pero mayor del grupo de 35-54 
años. Un 59% de los hogares tenían al menos un adulto trabajando tiempo completo. Sólo 20% 
de las familias tenían a alguien trabajando tiempo parcial y 37% de las familias no tenían a nadie 
trabajando. De las cabezas de familia, 56% trabajaban tiempo completo, contra 59% a nivel 
nacional. 
El número de propietarios (aún con deuda hipotecaria), era mayor que para el promedio nacional 
y el de alquileres era correspondientemente menor. Un tercio de los encuestados rehusó 
informar sus ingresos anuales, y un sexto informó no saberlos. Lo anterior significa que la 
mitad de los encuestados no reveló ingresos. De quienes los informaron, la proporción del 
grupo de menor riqueza es comparable al promedio nacional, pero la muestra tenía más 
familias de alta renta y menos de medio ingreso. Las cifras para jubilados y niños eran muy 
similares a los niveles nacionales, pero los de apoyo estatal de ingresos y subsidios a la 
vivienda eran mucho menores. 
Se examinaron los dispositivos consumidores de agua presentes en los hogares, y se halló un 
promedio de lavarropas (91%) y lavaplatos (29%) superior a los niveles nacionales (86 y 12%, 
respectivamente). Un 98% de los encuestados tenía baño, 68% ducha
3, 57% canilla externa, 54% 
regador de jardín y 12% fuente. 
Un 51% de las familias informó que al momento de la instalación del medidor (previo al 
momento de la encuesta), continuaron usando la misma cantidad de agua que antes. Al momento 
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de la entrevista, la cifra anterior llegaba a un 57%, a juicio de los entrevistadores, debido a mayor 
familiaridad con el sistema ante el paso del tiempo.  
Un 39% de las familias entrevistadas respondió inmediatamente a la instalación del medidor 
usando menos agua, porcentaje que declinó a un 35% al momento de la entrevista. Al respecto, 
hubo amplia dispersión regional. Muy pocos entrevistados manifestaron usar más agua después 
de la instalación del medidor. 
En los grupos de especial interés social (incluyendo familias numerosas, ingresos por debajo de 
la media, recibiendo beneficios sociales de diversa índole, grupos D y E, familias con una 
persona con problemas médicos exigiendo un mayor consumo de agua que los demás, y familias 
que informaron estar pagando mucho más después de introducida la medición), el porcentaje de 
quienes hicieron menor uso de agua fue mayor. Pero quienes efectuaron mayores esfuerzos de 
disminución del consumo fueron los que percibieron estar pagando mucho más desde la 
introducción del consumo medido. 
La gente con problemas médicos y de discapacidad, fueron quienes más rápidamente 
reaccionaron bajando su uso de agua. Aquel ítem no se encuestaba explícitamente, sino que 
surgía en el contexto de la encuesta en forma espontánea. 
El 24% de las familias encuestadas intentó bajarlo, pero no pensaba estar usando menos, y 41% 
no intentó disminuir el consumo. Las familias de dos o más personas tuvieron mayor éxito que 
las unipersonales en reducir su consumo. 
Con la excepción de receptores de beneficios por hijos y por maternidad, hubo entre quienes 
recibían formas de ayuda estatal, mayores reducciones de uso de agua y mayores intentos de 
reducir el consumo, respecto de la muestra total. 
Al 59% (35% más 24%) de las familias que informaron usar menos agua o haberlo 
intentado, se les preguntó qué métodos usaron. Un 31% de las familias gastó menos en 
regar plantas o jardines, un 29% no dejando canillas perdiendo, un 21% limitando las 
descargas de inodoros, un 20% duchándose en lugar de tomar baños de inmersión y un 
20% prestando mayor atención a pérdidas. Los intentos no necesariamente se reflejaron en 
logros efectivos de reducciones. El tipo de intento ejecutado también tuvo que ver con la 
condición económica del hogar. Un 41% de todas las familias ejecutaron entre 1 y 5 
medidas para reducir el consumo, en tanto un 18% tomó 6 o más. 
Entre aquellos que intentaron disminuir el consumo, la mitad informó que fue fácil hacerlo, en 
tanto a un 26% le fue dificultoso. La facilidad para el primer grupo, se derivó de haber tomado 
medidas no personales (como riego de jardines y mayor atención a pérdidas). Los mayores 
inconvenientes los tuvieron aquellos recibiendo dinero por ayuda estatal o que, como resultado de 
la introducción de medición, terminaron pagando mucho más. 
Aquellos que informaron tener dificultades para disminuir el consumo, fueron encuestados sobre 
las razones. Era posible indicar más de una, en un cuestionario de respuesta abierta. La más 
frecuente, un 42%, tuvo que ver con la dificultad en cambiar hábitos o en disminuir aún más el 
consumo,  un 29% por razones de higiene, un 25% por la presencia de niños o adolescentes, y un 
13% por uso relacionado con jardines, mascotas y lavado de autos. 
Entre quienes no redujeron ni lo intentaron (41% de las familias), manifestaron en un 83% no 
haber sido necesario intentarlo, o estar en condiciones de pagarlo. Un pequeño porcentaje de 
familias aumentó el consumo. Explican el aumento del consumo por razones demográficas, en un   20
72% por aumentos en el tamaño de la familia, y en 36% por crecimiento de los niños. El listado 
de factores continúa con cuestiones de menor importancia. 
Un 31% pensaba que en términos reales pagaba menos y un 36% más. En general, grandes 
familias y aquellas citando un problema médico, tenían mayor probabilidad de pagar más con 
medición. En tanto, familias en los grupos socioeconómicos D y E, con ingresos debajo de la 
media y porcentajes ligeramente mayores, pensaban que estaban pagando menos. 
Un 91% de las familias no manifestaron dificultades en poder pagar sus facturas luego de la 
introducción de la medición. Todos los grupos de interés especial, indicaron un nivel mucho 
mayor de dificultades. El porcentaje de dificultades era creciente a medida que el nivel 
socioeconómico decrecía. Entre las principales razones esgrimidas como origen de las 
dificultades de pago, estuvieron las carencias generales de dinero (46% de los casos) y problemas 
con otras cuentas (29%). 
Un 78% de todas las familias indicó que no necesitaba más agua de la que podía pagar, un 18% 
manifestó necesitar más. Los grupos de interés estaban sobrerrepresentados en esta muestra 
respecto del promedio. Respecto de la actitud hacia la medición, un 71% pensaba que era 
razonable. Había un menor porcentaje de respuestas favorables entre los grupos especiales de 
interés. 
Como conclusiones, siete de cada 10 consumidores consideraba razonable la medición, 4 de 
cada 10 redujo su consumo de agua, y 4 de cada 10 consideró innecesario o que no valía la 
pena hacerlo. Las dificultades recayeron sobre algunos consumidores particulares antes 
que sobre la generalidad. 
La segunda etapa incluyó 20 entrevistas en profundidad a familias identificadas como teniendo 
particulares dificultades con la medición del agua. Estas entrevistas permiten analizar la 
naturaleza de las dificultades experimentadas y ayudar con el desarrollo del cuestionario para la 
tercera etapa. Esta fue una reentrevista de 351 de las 535 familias identificadas de la encuesta 
inicial de 6429, como experimentando potenciales problemas debidos a la medición compulsiva 
del agua. Se aplicó un índice de dificultad, que permitió detectar la submuestra del 8%. Se 
generó adicionalmente una muestra adicional de 106 familias como grupo de control. Fue 
encuestado un tercer grupo de 43 familias dependientes de apoyo estatal de ingresos, pero no 
revelando dificultades. Se construyó un Indice de Dificultad, a partir de confeccionar un puntaje, 
compuesto por contribuciones conjuntas de varios factores relacionados a las experiencias de 
familias bajo medición. La dificultad fue concebida como una cuestión de grado. Se la trató como 
una escala, sin un requerimiento de definición a priori de lo que es una familia experimentando 
dificultades y lo que no lo es. Cuando se había citado condición médica como razón para 
experimentar dificultad asociada con el consumo de agua, la familia fue incluida 
automáticamente en la muestra. El Indice comprendió factores financieros, médicos, de 
comportamiento, psicológicos y sociales. El primer ítem consideraba facturas incrementadas, 
dificultad en hacer frente a cuentas y ausencia de dificultades antes del comienzo de la medición. 
Los elementos relacionados con el comportamiento, incluían la medida en que se hacían 
esfuerzos por ahorrar agua, y la dificultad de reducción del consumo. Entre los factores 
psicológicos, se incluía el tema como causal de preocupación, ausencia de preocupación anterior 
a la medición y la necesidad de más agua de la que se puede pagar. Fueron cuestiones sociales 
consideradas, el aumento del tamaño de la familia, el inicio de un trabajo que implique suciedad 
mayor para el que lo realiza, la permanencia por todo el día de gente que antes no estaba en la   21
casa, familia numerosa, trabajo sucio, niveles de higiene considerados mínimos, demandando uso 
intensivo del agua, problemas para bajar el consumo por presencia de niños y cuestiones 
relacionadas con condición médica. 
Cada elemento tenía un puntaje, y el índice (cuyo valor iba de 0 a 15) se formaba así: 
Indice = 2 * Puntaje factores financieros + puntaje factores de comportamiento + puntaje factores 
psicológicos + puntaje factores sociales. 
Para cada factor, la mayoría de las familias tuvo un puntaje de 0 (las opciones eran 0, 1, 2 y 3). 
Un 25% tuvo un puntaje positivo en aspectos financieros, 38% en los de comportamiento, 29% 
en los psicológicos y 13% en cuestiones sociales. A su vez, un 1,2% de los casos mencionaron 
espontáneamente la condición médica de un familiar como afectando su uso de agua. 
Los factores financieros y psicológicos se correlacionaron fuertemente con el puntaje del 
índice (84% y 81%), y entre sí exhibieron también una fuerte correlación positiva (56%). 
Todas las correlaciones fueron positivas y en ningún caso menores al 31%. Tuvo puntaje 0, el 
44% de la muestra, y entre 6 y 15, un 10% de aquella. El punto de corte se fijó en valores del 
índice mayores o iguales a 8, incluyéndose los casos médicos, determinándose una muestra de 
gente con dificultades de 535 familias, u 8,32% del total. De ese grupo, sólo un tercio había 
hallado razonable la medición de agua, contra un 71% de la muestra amplia. También 
comparado con la muestra grande, fueron particularmente altas para el grupo con 
problemas las medidas de reducción del consumo de índole personal. En tanto se redujo en la 
muestra con dificultades el porcentaje de gente que esgrimió problemas para cambiar de hábitos, 
o disminuir más el consumo. En el grupo con dificultades se advirtió un alto nivel de personas en 
los grupos DE (41%). No obstante, un 17% de las personas con dificultades pertenecían al grupo 
AB. Habían allí más familias pequeñas, con muchos jubilados y familias más grandes con niños, 
especialmente dependientes de ayuda estatal. En cuanto al tamaño de las familias, aquellas con 
problemas eran, en promedio, de mayor dimensión: un 47% eran de 4 miembros o más, contra 
28% de la muestra completa. 
El cuestionario era semiestructurado, permitiendo extender detalles. En aspectos de medición, se 
preguntaba a la gente sus estimaciones del costo de un baño, una ducha, etcétera. En cuestiones 
médicas, familias con un familiar en esta situación, debían dar detalles sobre cómo afectaba su 
consumo, si lo hacía. Los encuestados debían reseñar los métodos para disminuir el consumo 
y cualquier dificultad que ellos pudieran haber causado. Los motivos de preocupación se 
basaban en lo que se había contestado antes en la encuesta de revelación. Los métodos de pago 
para el agua y otros servicios públicos eran comparados, y registrados los detalles de la última 
cuenta de agua registrada. Las familias con dificultades en pagar sus cuentas eran encuestadas 
sobre qué cuentas eran las más difíciles de pagar y por qué. Por último, se preguntaba sobre 
fuentes de ingreso de las familias y beneficios pagados. 
El perfil sociodemográfico de la muestra era particular. Los niveles económicos más bajos 
constituían un porcentaje mucho mayor que los de la muestra general. También quienes 
recibían beneficios sociales. Una mayor proporción de las familias con problemas eran 
familias numerosas, respecto de la muestra original y de la media británica. Eran mayores 
los problemas de empleo, los porcentajes de inquilinos de vivienda estatal y de compradores 
con hipoteca. 
Un 87% de la muestra hizo esfuerzos por disminuir el consumo, porcentaje mayor en familias 
numerosas, más pobres y receptoras de ayuda estatal. Los mayores ahorros eran en uso   22
personal. La gente que no disminuyó consumo, argumentó razones de higiene, médicas e 
inhabilidad para cortar. Entre las medidas de higiene personal, las reducciones de consumo 
abarcaron menos baños o duchas, menor uso de agua en el baño, baños compartidos o agua de 
baño reutilizada, o reemplazo de baños de inmersión por duchas. Más de la mitad de los 
encuestados efectuó ahorros en descargas de inodoros
4. Un 18% de los encuestados afirmó cuidar 
de dejar canillas perdiendo. Un 51% ahorró agua en el lavado de ropa, en forma mayoritaria por 
lavados menos frecuentes. Idéntica proporción disminuyó el uso del agua en el lavado de vajilla. 
Un 23% redujo la limpieza de la casa, principalmente de pisos y ventanas. En otras 
disminuciones destacan menos riego de jardines, mayor reutilización de agua, más atención a 
pérdidas y menos lavados de autos. 
Un 38% de la muestra denunció la inefectividad de la reducción del consumo, porcentaje que se 
elevó al 55% en las familias más numerosas. De ellos, la mitad afirmó recibir cuentas de agua 
mayores o iguales, porcentaje que se elevó sustantivamente en familias numerosas. La mitad de 
la muestra se basó en la dificultad o inconveniencia de reducir el consumo. 
Un tercio de la muestra consideró que sus niveles de higiene resultaron afectados. Se aclara 
que no hubo una definición objetiva de lo que se entiende por higiene. Incorporaban baños 
compartidos o significativa disminución de las descargas de inodoros. Los problemas se 
agudizaban en familias numerosas de bajos ingresos y dependientes de ayuda estatal, destacando 
como medidas para disminuir el consumo, compartir baños o efectuarlos menos frecuentemente, 
y menores descargas de inodoros. 
En esta encuesta se hizo estimar a quienes respondían, los costos de agua y calentamiento de un 
baño, una ducha, una carga de lavarropas o una descarga de inodoro. Las respuestas se cotejaron 
con los costos medios calculados por OFWAT, como “aproximadamente correctas”, “muy 
bajas”, o “muy altas”. El costo en agua de un baño de inmersión se estableció en 0,11 libras, al 
igual que el de una carga de lavarropas, el de una ducha en 0,05 libras, y en 0,013 libras una 
descarga de inodoro. Dada la variación interpersonal de consumo, se fijó una banda alrededor de 
esos valores medios. Más de dos tercios de los encuestados no pudo estimar correctamente el 
costo de agua de un baño, predominando una sobreestimación. Lo mismo ocurrió con el uso 
del lavarropas, la ducha y las descargas de inodoros. Dos tercios de los encuestados no pudieron 
determinar el costo de calentar agua para baño, ducha o máquina de lavar, y quienes lo hicieron, 
mayoritariamente sobreestimaron. Los que mayor disposición tenían a hacer disminuciones de 
consumo, tendían a sobreestimar costos. 
Un 81% de los encuestados no se había asesorado sobre los costos de usar agua al comienzo 
de la prueba. La gran mayoría de los que habían procurado información, la habían solicitado a 
sus compañías proveedoras. Un 23% de la muestra había adquirido algún dispositivo nuevo para 
usar más eficientemente el agua, no siempre justificada la compra en términos de costo/beneficio. 
Además de las razones por las cuales la gente argumentó no poder efectuar reducciones de 
consumo, se les preguntó qué otras cuestiones estaban influyendo para que alguien en la familia 
requiriera usar una cantidad mayor que la media de agua. Predominaba el trabajo sucio (por 
ejemplo, de mecánico), ejercicio de deportes, hobbies o la tenencia de mascotas o hijos pequeños. 
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Se investigó en qué medida la medición de agua constituía motivo de preocupación y stress, y se 
pidió comparar el agua como causa de preocupación respecto de otras facturas de servicios 
públicos. La cuestión que concitaba la mayor preocupación eran las canillas perdiendo. 
Cuestiones del uso de agua, como el monto de la próxima factura, la precisión de los medidores y 
la cantidad de agua usada, causaban mayores niveles de preocupación que aspectos similares del 
uso de electricidad. Por ejemplo, 49% de los encuestados estaban preocupados acerca de la 
precisión de la medición de agua, comparado con sólo 29% respecto de su medidor 
eléctrico. Se observó baja correlación entre preocupación por la cuenta de agua y cálculos 
sobreestimados de costos del agua. 
Las familias con mayores cuentas de agua, pueden incorrectamente adjudicar todo el aumento a 
la medición, cuando el aumento del precio del agua superó al promedio de inflación, explicando 
parte del total del incremento total. Se compararon datos entre 1990-91. La muestra se 
circunscribió a 259 familias dentro de la muestra mayor de 351, para quienes los datos completos 
estaban disponibles. Bajo el sistema no medido, 17% de las cuentas estaban por debajo de 
100 libras anuales, quedando el 13% después de la medición. Un 36% de las facturas 
estaban entre 100 y 150 libras, quedando sólo el 22% una vez medido el consumo. El tramo 
entre 150 y 200 libras era el 38% sin medición, pasando al 31% luego. El intervalo entre 
200 y 300 libras, antes el 9% de las facturas, pasó a ser el 27%, y por encima de 300 libras, 
sólo 1% bajo el sistema no medido, se pasó al 7% implementada la medición. 
En tanto, aumentaron sensiblemente las facturas por encima de las 200 libras para familias 
numerosas, de baja clase social, bajos ingresos y beneficiarios de ayuda económica estatal. 
Análisis cruzados de tarifas anuales medidas y tarifas que deberían haber sido pagas bajo 
medición, muestran importantes variaciones entre los subgrupos arriba indicados. 
Después de la introducción de la medición, un 54% de las familias con ingreso por debajo 
de 10.000 libras anuales (el grupo más pobre), pagaban más de 200 libras por año bajo 
medición, cuando sólo 12% lo hacían bajo el sistema no medido. Aproximadamente un 34% 
en realidad pagaron menos bajo medición, un 27% hasta 50 libras más, y 32% entre 50 y 150 
libras más. 
En términos porcentuales, un 15% de los hogares de la muestra pagaron 25% menos, y 19% más 
de 25% menos. Por su parte, un 36% pagaron 50% más, 21% entre 50 y 100% más y 9% más de 
100% más. 
Entre todas las áreas, dos tercios de las familias en la muestra pagaban más con la medición, pero 
el resultado variaba entre áreas. Las razones son los diferentes valores tarificables de las 
propiedades en las áreas, las características de los residentes, la estructura de tarifas operando y 
los cargos volumétricos. 
Respecto del tamaño de la familia, 60% de los hogares de 1 o 2 personas, pagaban menos bajo 
medición, contra 17% de las familias de 5 o más integrantes. En las familias con hijos menores de 
18 años, un 71% pagaban más bajo medición, contra sólo 53% de las familias sin hijos. 
Cuando el cruce se hizo entre tamaño de las facturas e ingreso familiar, se halló que las familias 
pobres mayoritariamente pagaban menos, denotando que entre ellas se concentró el esfuerzo de 
reducción. Por grupo socioeconómico se observó similar patrón. Similarmente, en familias 
comprando o poseyendo sus propias viviendas, tendían a tener mayores incrementos en el tamaño 
de las facturas. A su vez, entre quienes no estaban empleados tiempo completo o retirados del 
mercado laboral, la proporción de gente con cuentas menores, eran sensiblemente mayores, que   24
entre la gente con empleo de tiempo completo. Se destaca que cuando la cabeza de familia es 
jubilada, las familias tienden a ser de menor tamaño. Entre los grupos perceptores de beneficios 
sociales, aquellos que recibían ayuda por niños, tenían facturas medidas mayores que las no 
medidas de 50 libras o más. 
Familias que hicieron cortes en el número de baños o duchas en 50% o más, y redujeron las 
descargas de inodoros, registraron mayores disminuciones en el tamaño de sus cuentas. Un 51% 
de quienes efectuaron reducciones en ambas cosas experimentaron pagos menores bajo medición. 
Había diferencias en la percepción subjetiva de cuando se requería más agua debido a condición 
médica, y cuando es considerada clínicamente necesaria. Algunos alimentos pueden requerir agua 
adicional, o lavados de ropa más frecuentes. Otras enfermedades, como las que requieren diálisis, 
pueden necesitar agua como parte integral del tratamiento. La diabetes requiere mayor higiene 
personal para disminuir los riesgos de infección. De modo que las condiciones médicas incluían 
aquellas que definitivamente necesitaban más agua, aquellos que decían requerirla, aunque la 
opinión médica no lo avalara, y aquellos cuya enfermedad no demandaba más agua. 
Fueron encuestadas 106 familias con problemas médicos, en algunos casos, con más de uno. 
Predominaban trastornos respiratorios, de huesos y musculares (incluyendo artritis y 
reumatismo), problemas digestivos, de piel y desórdenes cardíacos y respiratorios. Un 83% de las 
familias manifestó que la condición médica de la persona afectada era sensible al agua usada. Las 
familias con un miembro enfermo requiriendo agua adicional, pertenecían en un 60% a las clases 
sociales DE, en un 75% tenían ingresos menores de 10.000 libras anuales, y en un 62% recibían 
beneficios de la seguridad social. Los resultados no dan evidencia que las facturas para estas 
familias hayan aumentado más que para la muestra general. Si lo hicieron, los aumentos fueron 
pequeños, y cerca de la mitad pagó menos que lo que hubiera hecho bajo el sistema de valor 
tarificable, ello aún cuando muchas personas con condición médica eran de edad y vivían en 
familias de menor dimensión. 
En los hogares donde había gente con problemas médicos, se observó entre las medidas de 
disminución de consumo una proporción mayor que el promedio de disminuciones de 
descargas de inodoro y menor que el promedio en el número de baños. El grupo de familias 
con gente con problemas médicos percibía mayor proporción de reducciones en los estándares 
medios de higiene y manifestaba padecer la inconveniencia de disminuir el consumo. 
Todas las nuevas cuentas medidas fueron emitidas en cuotas. Las empresas de agua 
confeccionaron métodos alternativos de pago disponibles a los clientes en la zona de medición, 
generalmente en facturas trimestrales o semestrales. Los métodos incluían diseminación de 
facturas mensuales o aún semanales, con pagos que podían ser hechos en efectivo. Un 4% pagaba 
semanalmente bajo medición (0% antes), 30% lo hacía mensualmente (11% antes), 41% 
trimestralmente (14% antes) y 18% semestralmente (46% antes). En el período de no medición, 
un 21% de los pagos estaban incluidos en los alquileres, porcentaje que se redujo a cero cuando 
se introdujo la medición. Comparando los períodos de pagos, en electricidad un 52% de todos los 
encuestados pagaban trimestralmente y 26% mensualmente, en gas 40% pagaban trimestralmente 
y 35% mensualmente. 
Métodos alternativos de pagos, como medidores con monedas, estampillas o tarjetas prepagas, no 
fueron opciones populares para el pago del agua (sólo un 4% de los hogares las eligieron), aún 
cuando 16% de las familias lo estaban usando para pagar la electricidad. Un 31% de los 
encuestados manifestó pagar su cuenta de agua en efectivo (por ejemplo, en la Oficina de Correos   25
o de las Empresas de Agua). Un 75% de la muestra, en cambio, tenía cuentas bancarias y tendía a 
preferir pagar por cheque o por débito automático. 
Las formas más populares de monitoreo del uso del agua fueron comparación con las 
facturas previas (41%), y control contra medidores (24%). Quienes no revisaban su medidor 
de agua, argumentaban que estaban inconvenientemente situados, o era sucio o dificultoso llegar 
a él (55%). 
Un 54% de todas las familias manifestaron estar usando menos agua caliente, y 29% de ellos 
informaron tener como resultado menores cuentas de gas y electricidad como resultado, a pesar 
de aumentos de precio de cada uno de ellos. 
En general, las familias que experimentaron problemas con las cuentas de agua, tendían a 
tener dificultades financieras generales. Las dificultades estaban concentradas en los 
segmentos sociales bajos y familias de baja renta. Entre las razones mencionadas por las 
familias con problemas, se citaron cuentas mayores a las esperadas, beneficios sociales 
demasiado bajos o demorados, salarios muy bajos, pérdidas de empleo, etcétera. 
Se encuestaron shocks que hubieran afectado a las familias en los últimos tres años y tres cuartos 
de la muestra los denunciaron como causales de caída de ingreso disponible. En un 27% de las 
familias había episodios de desempleo. Cerca de dos tercios de todas las familias tenían 
dificultades para obtener el dinero para pagar al menos una cuenta. En general, en la muestra de 
control de la Isla de Wight se observaron mayores reducciones de consumo que en la muestra 
aleatoria. También era mayor la percepción de inefectividad de las medidas. El perfil 
socioeconómico de la muestra de control era peor, los ingresos bajos estaban más representados, 
así como las situaciones de desempleo. Se analizó un grupo suplementario, dependiendo de ayuda 
económica, que aunque habían informado no tener problemas para pagar sus cuentas, 
manifestaban dificultades en reducir consumo, o necesitaban más agua que la que podían pagar, o 
simplemente manifestaban preocupación con el agua. 
 
IV Resumen y conclusiones 
 
En Inglaterra y Gales, predomina aún el sistema de cargos basado en Valores Tarificables de las 
propiedades inmuebles. La legislación establece que el régimen caduca a partir del 1 de abril del 
2000. No obstante, no se ha pretendido una medición compulsiva de carácter universal, sino que 
se ha combinado la colocación de medidores en inmuebles nuevos, la no emisión de nuevos 
Valores Tarificables, la medición opcional y la medición selectiva, comenzando por los usuarios 
de mayor elasticidad precio, a saber, los no residenciales. 
En 1997-98, un total de 10,5% de los clientes residenciales estaban medidos y un 78,9% de los no 
residenciales. Los registros anteriores corresponden al promedio nacional, con amplia 
variabilidad entre cada una de las empresas proveedoras. 
El paso gradual de un sistema no medido a uno medido implicó un rebalanceo tarifario. Se 
procura situar al cargo fijo como un valor que recoja los costos fijos por cliente, y el cargo 
volumétrico en función de consumo, de modo que los incentivos que emanan de un régimen 
medido sean aprovechados en forma máxima. A su vez, como parte del proceso de paso a   26
medición es voluntario, y la voluntad de cambio responde a la meta de efectuar ahorros por parte 
de los usuarios, hay un sesgo a que aquellos propietarios de altos Valores Tarificables abandonen 
voluntariamente el sistema e instalen medidores, traspasando parcialmente los costos a quienes 
quedan en el viejo sistema. 
Es más factible la medición cuando el costo marginal de implementarla es bajo, por ejemplo, en 
nuevas propiedades, en clientes no residenciales, allí donde hay un uso altamente discrecional del 
agua (como en el riego de jardines o piletas de natación) y, en general, cuando los recursos son 
limitados. 
El uso eficiente del agua importa a la compañía porque se hace un mejor uso de los recursos 
existentes y se reduce el monto o se posterga la necesidad de inversiones. El plan para uso 
eficiente del agua presentado por las empresas debe incluir: opción por medidores bien 
promocionada y atractiva, un programa selectivo de colocación de medidores que refleje el 
balance entre oferta y demanda en el área de influencia de la compañía, un enfoque activo de 
control de pérdidas, con apoyo de las empresas a los clientes y un programa de información y 
educación al consumidor. 
La distinción entre los distintos servicios que componen el de cloacas, hace a los costos de 
tratamiento. Tiene que ver con las diferencias en los niveles de oxígeno demandados y sólidos en 
suspensión asociados con cada tipo de efluente. Un conjunto de empresas, en 1997-98, han 
introducido tarifas de cloacas que toman en cuenta el volumen y densidad de efluentes no 
comerciales. Por ejemplo, algunas empresas ofrecen cargos menores para desagotar piletas de 
natación públicas. 
OFWAT ha manifestado interés en remover los cargos sobre los grandes usuarios de la canasta 
tarifaria, en la medida en que son parte de un mercado más competitivo que no requiere el mismo 
grado de regulación que otros grupos de clientes. 
Los principios que a juicio de OFWAT deben guiar la tarificación, aventan la posibilidad de 
discriminación indebida o preferencias. Clientes medidos y no medidos deben pagar cantidades 
similares por volúmenes similares, ya sea de agua limpia entregada, o de agua sucia retirada. Los 
cargos relacionados al cliente, tales como facturación, y los costos de mantener y leer medidores, 
deben ser identificados por separado y recuperados en cargos fijos. 
Las pautas para la medición optativa procuraban establecer cargos razonables de instalación, 
permitir a los clientes instalar medidores por su cuenta, sujetos a inspecciones simples, de modo 
de reducir el costo de optar por medidores, darle a los clientes mayor libertad para situar el 
medidor, para disminuir los costos de instalación, y permitir acceso fácil a su lectura, ayudar al 
pago de los medidores ofreciendo financiación flexible. 
Tres objetivos debían ser usados como benchmarks para juzgar las alternativas a los Valores 
Tarificables: equidad o justicia de un esquema tarifario, la medida en que el esquema genera 
incentivos sensibles a los clientes y compañías y la simplicidad administrativa y 
comprensibilidad. 
Medición es la única opción que brinda incentivos convenientes para los clientes y empresas, de 
modo que equilibren uso con disposición a pagar. También se la considera la forma más 
equitativa. Pero se evalúa como antieconómica una política de medición general compulsiva. Se 
argumentó que la mejor forma de proceder podría ser extender la medición selectivamente en   27
situaciones donde los ahorros de costos por menor demanda probablemente justificaran los 
costos. 
El estudio realizado en Inglaterra y Gales simulando alternativas de tarificación, es técnicamente 
correcto y reproducible para el caso local. Muestra que deben atenderse situaciones donde los 
efectos redistributivos se cruzan y dependen de la ubicación de la familia en la valuación inicial 
de la propiedad y de la correlación de este con el consumo efectivo de agua, de los ingresos de la 
familia y de su posición social, ya que estos últimos se relacionan con los hábitos y necesidades 
de higiene, con el número de personas en la vivienda, con la condición de jubilados o no de sus 
habitantes, etcétera.  
Un interesante trabajo reseñado en este estudio, comparó consecuencias distributivas de cuatro 
opciones de tarificación al régimen vigente: cargo por Licencia (152 libras anuales), Cápita 
(cargo fijo de 6 libras anuales por vivienda más 56 libras por habitante), categorías de Propiedad 
(202, 159, 145 y 115 libras anuales) y Medición (cargo fijo de 30 libras anuales más 1,036 libras 
por metro cúbico). Se hizo sobre una base de neutralidad de ingresos y suponiendo un cambio 
total del régimen. 
Bajo Medición, en promedio, serían los grupos de mediano ingreso (quintiles dos, tres y cuatro) 
los que experimentarían aumentos en sus cargos. Ese resultado se debe a dos razones principales: 
la primera, es que el grupo de mayores ingresos ganaría, por partir de altos Valores Tarificables. 
En segundo lugar, el primero y último quintil de ingresos están dominados por familias pequeñas 
que tendrían menor consumo de agua y correspondientemente menores cargos medidos. En 
términos de proporción de los cargos medios vigentes, el quintil más pobre ganaría 1% y el más 
rico por encima del 10%. Los cargos para familias conteniendo un solo integrante adulto caerían 
en 27%, y con tres o más adultos aumentarían en aproximadamente 20%. En promedio, los 
hogares de jubilados ganarían sustancialmente, con reducciones en sus facturas de cerca del 20%. 
Dado que el consumo de agua se ha imputado, y probablemente subestime el consumo real, la 
proporción de hogares ganando y perdiendo no pudo ser calculada en forma tan confiable como 
en los otros casos. 
La carga relativa sobre familias pobres, comparadas a las familias mejor situadas, sería mayor 
bajo un sistema de Licencia o Propiedad, que bajo Valores Tarificables. Los cargos basados en 
Cápita y Medición, podrían aumentar la carga relativa en familias de ingresos medios, y 
disminuir la carga relativa sobre las familias ricas. En todos los casos, las diferencias halladas 
fueron pequeñas. Ello debido a que la factura de agua representaba un bajo porcentaje del ingreso 
de las familias. 
El nivel medio de cargos pagados por familias unipersonales sería mayor, bajo Licencia y 
Propiedad, y podrían ser menores con Cápita y Medición. Para familias grandes, se verificarían 
los mismos efectos, con sentido contrario. Muchas familias pobres y pequeñas son de jubilados. 
Estas ganarían, en promedio, con Cápita y Medición, y perderían con Licencia y Propiedad. Los 
resultados anteriores se basan en el análisis de los cargos promedio pagados por cada grupo. Se 
espera dispersión de los resultados respecto de la media al interior de cada grupo. 
Se ha reseñado un trabajo estadístico sobre la base de las Pruebas Nacionales de Medición de 
Agua, realizado en 1991. Se encuestaron 10.970 familias, de las cuales respondieron 7064 
(64,39%). Un 32% pertenecían al segmento social AB, 24% al C1, 16% al C2 y 28% al DE. El 
grupo ABC1 estaba sobrerrepresentado respecto de la media nacional. Habían también menor 
proporción de familias unipersonales y mayor número de propietarios. Un 50% no informó   28
ingresos. Los jubilados y niños estaban en la media nacional. Había en la muestra un mayor 
porcentaje de lavarropas y lavaplatos en los hogares. Un 35% de los encuestados disminuyó su 
consumo, 24% lo intentó pero no lo logró y 41% no lo intentó. En grupos de especial interés 
social, el porcentaje de quienes hicieron menor uso de agua fue mayor. La gente con problemas 
médicos y de discapacidad fueron quienes más rápidamente reaccionaron bajando su uso de agua. 
Las bajas de consumo más fáciles estuvieron relacionadas con consumos no personales. Las 
razones de quienes no lograron disminuciones fueron la dificultad de cambiar hábitos, higiene, 
presencia de niños y adolescentes, uso relacionado con jardines, mascotas y lavado de autos. 
Como conclusiones, siete de cada 10 consumidores consideraba razonable la medición, 4 de cada 
10 redujo su consumo de agua, y 4 de cada 10 consideró innecesario o que no valía la pena 
hacerlo. Las dificultades recayeron sobre algunos consumidores particulares antes que sobre la 
generalidad. 
Entre los grupos sensibles, los mayores ahorros de consumo fueron en uso personal. Un tercio de 
esa muestra consideró que sus niveles de higiene resultaron afectados. Llamados a estimar costos 
del uso de agua, los consumos tendieron a sobreestimarlos. Después de la introducción de la 
medición, un 54% de las familias con ingreso por debajo de 10.000 libras anuales (el grupo más 
pobre), pagaban más de 200 libras por año bajo medición, cuando sólo 12% lo hacían bajo el 
sistema no medido. 
En los hogares donde había gente con problemas médicos, se observó entre las medidas de 
disminución de consumo una proporción mayor que el promedio de disminuciones de descargas 
de inodoro y menor que el promedio en el número de baños. 
En general, las familias que experimentaron problemas con las cuentas de agua, tendían a tener 
dificultades financieras generales. Las dificultades estaban concentradas en los segmentos 
sociales bajos y familias de baja renta. 
Se encuestaron shocks que hubieran afectado a las familias en los últimos tres años y tres cuartos 
de la muestra los denunciaron como causales de caída de ingreso disponible. En un 27% de las 
familias había episodios de desempleo. Cerca de dos tercios de todas las familias tenían 
dificultades para obtener el dinero para pagar al menos una cuenta.   29
Cuadro resumen estadístico Inglaterra y Gales: 
Clientes  medidos  residenciales  1997-98    10,5% 
Clientes medidos no residenciales 1997-98    78,9% 
Factura promedio anual agua y cloacas 1997-98    230 libras 
Costos adicionales de medición 1997-98, cálculo de OFWAT 
Agua  y  cloacas      28  libras 
A g u a         1 9   l i b r a s  
Cloacas        9  libras 
Lectura efectivamente medida 
 Agua  y  cloacas      23  libras 
  A g u a        1 6   l i b r a s  
  Cloacas       7  libras 
 S ó l o   a g u a s       1 0   l i b r a s  
Costos anuales por clientes no medidos      6 libras 
Costo fijo para régimen medido de agua y cloacas  34 libras (28+6) 
Comparación efectos distributivos 
 Licencia      152,08  libras 
 Cápita       6  libras  +  55,96  libras  por  persona 
 Propiedad      6  libras  +  202/+  159/+145/+115 
 Medición      30  libras  +  1,036  libras  por  m
2
Efectos distributivos simulación diferentes regímenes tarifarios 
Régimen  Quintil   Quintil  Quintil  Quintil  Familias  Jubilados  Familias  Familias  Familias 
                  + pobre  + rico    +pobre  + rico   numerosas                 ganando  sin cambios  perdiendo 
                  tarifas     tarifas   ingresos ingresos                                     %             %            % 
Licencia            + 19%    - 16%    - 0,5%   + 0,01%     -              +             40%           5%        55% 
Cápita                  =          - 20%       ≅             ≅           +              -              57%           3%       40% 
Propiedad            +             -             +             -            +             -              44%           6%       50% 
Medición          -  1%      -  10%             + 20%    - 20%  
Impacto de medición en Inglaterra y Gales: 
Universo (12 localizaciones)   56.570  propiedades 
Muestra (12 localizaciones)    10.970 propiedades 
   (11 localizaciones)    8570 propiedades 
   (1 localización, Wight)   1600  propiedades 
   (1 localización, Wight)    800 propiedades (suplementaria) 
Respuestas (12 localizaciones)    7064 (64,39%) (60% mujeres, 40% hombres) 
Perfiles socioeconómicos de los encuestados:      Muestra  Gran  Bretaña 
       A B   3 2 %    1 7 %  
       C 1   2 4 %    2 6 %  
       C 2   1 6 %    2 5 %  
       D E   2 8 %    3 2 %  
Adultos trabajando en la propiedad encuestada: 
59% tiempo completo 
20% tiempo parcial 
37% nadie trabajando 
Hogares con aparatos domésticos consumidores de agua:  Muestra Gran Bretaña 
      Lavarropas  91%   86% 
      Lavaplatos  29%   12% 
      B a ñ e r a    9 8 %    n d  
      D u c h a    6 8 %    n d  
      Canilla  exterior  54%   nd 
      F u e n t e    1 2 %    n d  
Efecto impacto: 51% de los hogares igual, 39% de los hogares disminuyó consumo. 
Efecto posterior: 57% de los hogares igual, 35% de los hogares disminuyó consumo. 
   24%  no  logró  bajar 
   41%  no  intentó 
   35%  logro  bajar   30
Quienes intentaron bajarlo (lográndolo o no, 24% + 35%) 
      31% disminuyó riego de plantas o jardines 
   29%  disminuyó  canillas  perdiendo 
   21%  disminuyó  descargas  de  inodoros 
      20% disminuyó número de baños de inmersión y duchas 
   20%  prestó  mayor  atención  a  pérdidas 
Dificultades argumentadas para disminuir consumo 
   29%  razones  de  higiene 
      25% presencia de niños o adolescentes en la vivienda 
      13% riego de jardines, lavado de mascotas y automóviles 
Monto de las facturas 
      31% pagaba menos en términos reales después de la medición 
      36% pagaba más en términos reales después de la medición 
   33%  pagaba  igual 
Dificultades para pagar 
   46%  carencias  generales  de  dinero 
   29%  problemas  con  otras  cuentas 
Puntajes positivos Indice de Dificultad (ID, 0 a15) 
   25%  aspectos  financieros 
   38%  aspectos  de  comportamiento 
   29%  aspectos  psicológicos 
   13%  aspectos  sociales 
   1,2%  condición  médica 
      8,32% ID mayor a 8 (valor de corte para nueva encuesta) 
Familias con dificultades 
      87% esfuerzo de disminución de consumo (predominantemente uso personal) 
   18%  disminuyó  canillas  perdiendo 
   51%  disminuyó  lavado  de  ropa 
   51%  disminuyó  lavado  de  vajilla 
      23% disminuyó limpieza de la casa 
Facturas comparadas 
Intervalo    Sistema no medido  Sistema medido 
Menor  a  100  libras   17%    13% 
100-150  libras    36%    22% 
150-200  libras    38%    31% 
200-300  libras    9%    27% 
mayor  300  libras   1%    7% 
Periodicidad de pagos 
Período    Sistema  no  medido  Sistema  medido 
Semanal    0%    4% 
Mensual    11%    30% 
Trimestral    14%    41% 
S e m e s t r a l     4 6 %     1 8 %  
Incluido  en  el  alquiler   21%    0% 
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